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S E N T E N C I A Nº 167/2020 

 

En Guadalajara a veintitrés de noviembre de dos mil veinte. 

 

Vistos por    , Juez del Juzgado 
de Primera Instancia número 1 de Guadalajara y su partido, los 
presentes autos de juicio ordinario 529/2020, sobre protección 
del derecho al honor, en los que ha sido demandante don  

  , representado por la Procuradora  
    y asistido por el Letrado   

 , y demandada la entidad “EVO BANCO S.A.U”, 
representada por la Procuradora      y 
asistida por el Letrado    . Ha sido 
parte el MINISTERIO FISCAL para el cumplimiento de las 
funciones que tiene establecidas legalmente. 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 

PRIMERO.- La Procuradora     , en 
representación de    , presentó el 5-6- 
2020 ante el Decanato de los Juzgados de Guadalajara demanda  
de juicio ordinario contra “Evo Banco S.A.U”, que fue turnada  
a este Juzgado, y en la que tras exponer los hechos y los 
fundamentos de derecho que entendió de aplicación –fijando la 
cuantía en 3.000 €-, terminó suplicando que se dictara 
sentencia por la que: A) declare la estimación de todas las 
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pretensiones de esta demanda reconociendo por parte de la 
demandada una vulneración del derecho al honor de la parte 

actora    ; B) declare que “Evo Banco 
S.A,U” mantuvo indebidamente en los registros de insolvencia 
patrimonial ”Experian-Badexcug” datos relativos a mi 
representado. C) Declare la intromisión ilegítima en el honor  
y la intimidad de     por parte de “Evo 
Banco S.A.U” y se le condene a estar y pasar por ello. D) 
Condene a la demandada “Evo Banco S.A.U” al pago de una 
indemnización por daño moral genérico causado a   

  de 3.000 €. E) “Evo Banco S.A.U” para reparar el 
daño causado tendrá que realizar todos los actos necesarios 
para excluir a la parte actora de cualquier fichero de morosos 
en el que se haya incluido de manera indebida y se encuentre 
inmerso a día de hoy, hecho que ha incidido directamente en la 
vulneración del derecho al honor que se pretende reparar. F) 
Condene a “Evo Banco S.A.U” al pago de los intereses legales 
correspondientes y costas derivadas de este proceso. 

 

SEGUNDO.- Admitida a trámite, se acordó el traslado de la 
demanda a la entidad demandada y al Ministerio Fiscal, con 
entrega de copia de la misma y de los documentos acompañados, 
emplazándolos para que contestaran en el plazo de veinte días 
hábiles. 

 

TERCERO.- El Ministerio Fiscal compareció en autos por 
medio de escrito de contestación en el que expuso los hechos y 
fundamentos de derecho que entendió de aplicación. 

 

CUARTO.- La Procuradora doña     
compareció en autos en representación de “Evo Banco S.A.U” por 
medio de escrito de contestación a la demanda en el que tras 
exponer los hechos y los fundamentos de derecho que entendió  
de aplicación terminó suplicando que se desestimara 
íntegramente la demanda con imposición de costas al  
demandante. 

 

QUINTO.- En la audiencia previa comparecieron ambas partes 
con representación procesal y asistencia letrada asistiendo 
igualmente el Ministerio Fiscal. 

Comprobada la subsistencia del litigio sin haber alcanzado 
acuerdo se formularon alegaciones por las partes y se propuso 
la práctica de prueba, admitiéndose la documental aportada, 
exclusivamente. Se denegó prueba de interrogatorio de personas 
jurídicas, a instancia de la parte demandante, por  
considerarlo innecesario al tratarse de cuestiones jurídicas 
que no eran objeto de prueba. 

Al haberse admitido la prueba documental aportada, 
exclusivamente, y con arreglo al artículo 429.8 de la LEC, 
quedaron los autos conclusos para el dictado de la sentencia. 



 

 

 

 

 

SEXTO.- En la tramitación del presente juicio se han 
observado las prescripciones legales, excepto el sistema de 
plazos –incluido el señalado para el dictado de la presente 
resolución-, debido a la creciente acumulación de asuntos 
pendientes de resolución ante este Juzgado 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 

PRIMERO.- A través de la demanda rectora del procedimiento 
la representación procesal de     
ejercita frente a “Evo Banco SAU” acción de tutela de los 
derechos al honor y a la intimidad, por intromisión ilegítima, 

producida por la indebida inclusión de los datos personales  
del actor en un fichero de insolvencia, reclamando por dicho 
motivo a la entidad demandada la suma de 3.000 € en concepto  
de indemnización por daños y perjuicios. Además, se solicita  
la exclusión del actor de cualquier fichero de morosos en el 
que se le haya incluido de manera indebida y se encontrara 
inmerso en la fecha de presentación de la demanda 

 

SEGUNDO.- Frente a las pretensiones ejercitadas en la 
demanda la representación procesal de “Evo Banco S.A.U” se 
opone e interesa su desestimación porque a su juicio, la 
inclusión de los datos del demandante en el fichero “Experian 
Badexcug” se realizó cumpliendo todos los requisitos exigibles 
y tras haberle requerido de pago diecinueve veces por una  
deuda contraída con la entidad. 

 

TERCERO.- La cuestión que es objeto del litigio consiste en 
la reclamación que efectúa el actor por la indebida inclusión 
de sus datos en un fichero de solvencia patrimonial y la 
indemnización que reclama a tal efecto, con fundamento en la 
existencia de una intromisión ilegítima en su derecho al  
honor, peticiones respecto de las cuales resulta enormemente 
ilustrativa la STS 23-3-2018 (nº 174/2018) que en su  
fundamento jurídico tercero –que se da aquí por reproducido- 
contiene un compendio sobre los puntos fundamentales que 
suscita el objeto de este litigio y que determinan el sentido 

de la decisión del litigio. Asimismo, cabe citar igualmente, 
entre otras, la STS 25-4-2019 (nº 245/2019), en que se 
desarrollan diversos conceptos generales relativos a la  
materia que nos ocupa, y que igualmente se da aquí por 
reproducida. 

Además de los textos normativos vigentes en el ámbito de la 
UE, (por ejemplo, Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y Directiva (UE) 
2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016) y del Consejo de Europa, en la esfera interna las 



 

 

 

referencias normativas son el artículo 18.2 de la Constitución 
y en la actualidad la vigente la Ley Orgánica 3/2018 de 5 de 

diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales. 

Como marco normativo de referencia acerca de la inclusión 
de datos en un fichero de solvencia, en el artículo 20 de la 
citada Ley Orgánica 3/2018, se establece: 

“1. Salvo prueba en contrario, se presumirá lícito el 
tratamiento de datos personales relativos al incumplimiento de 
obligaciones dinerarias, financieras o de crédito por sistemas 
comunes de información crediticia cuando se cumplan los 
siguientes requisitos: a) Que los datos hayan sido facilitados 
por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o interés. b) 
Que los datos se refieran a deudas ciertas, vencidas y 
exigibles, cuya existencia o cuantía no hubiese sido objeto de 

reclamación administrativa o judicial por el deudor o mediante 
un procedimiento alternativo de resolución de disputas 
vinculante entre las partes. c) Que el acreedor haya informado 
al afectado en el contrato o en el momento de requerir el pago 
acerca de la posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con 
indicación de aquéllos en los que participe. La entidad que 
mantenga el sistema de información crediticia con datos 
relativos al incumplimiento de obligaciones dinerarias, 
financieras o de crédito deberá notificar al afectado la 
inclusión de tales datos y le informará sobre la posibilidad  
de ejercitar los derechos establecidos en los artículos 15 a 

22 del Reglamento (UE) 2016/679 dentro de los treinta días 
siguientes a la notificación de la deuda al sistema, 
permaneciendo bloqueados los datos durante ese plazo. d) Que 
los datos únicamente se mantengan en el sistema mientras 
persista el incumplimiento, con el límite máximo de cinco años 
desde la fecha de vencimiento de la obligación dineraria, 
financiera o de crédito. e) Que los datos referidos a un  
deudor determinado solamente puedan ser consultados cuando 
quien consulte el sistema mantuviese una relación contractual 
con el afectado que implique el abono de una cuantía  
pecuniaria o este le hubiera solicitado la celebración de un 
contrato que suponga financiación, pago aplazado o facturación 
periódica, como sucede, entre otros supuestos, en los  
previstos en la legislación de contratos de crédito al consumo 
y de contratos de crédito inmobiliario. Cuando se hubiera 
ejercitado ante el sistema el derecho a la limitación del 
tratamiento de los datos impugnando su exactitud conforme a lo 

previsto en el artículo 18.1.a) del Reglamento (UE) 2016/679, 
el sistema informará a quienes pudieran consultarlo  con 
arreglo al párrafo anterior acerca de la mera existencia de 
dicha circunstancia, sin facilitar los datos concretos  
respecto de los que se hubiera ejercitado el derecho, en tanto 
se resuelve sobre la solicitud del afectado. f) Que, en el  
caso de que se denegase la solicitud de celebración del 
contrato, o éste no llegara a celebrarse, como consecuencia de 
la consulta efectuada, quien haya consultado el  sistema 
informe al afectado del resultado de dicha consulta. 



 

 

 

2. Las entidades que mantengan el sistema y las acreedoras, 
respecto del tratamiento de los datos referidos a sus  

deudores, tendrán la condición de corresponsables del 
tratamiento de los datos, siendo de aplicación lo establecido 
por el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679.Corresponderá 
al acreedor garantizar que concurren los requisitos exigidos 
para la inclusión en el sistema de la deuda, respondiendo de  
su inexistencia o inexactitud. 

3. La presunción a la que se refiere el apartado 1 de este 
artículo no ampara los supuestos en que la información 
crediticia fuese asociada por la entidad que mantuviera el 
sistema a informaciones adicionales a las contempladas en  
dicho apartado, relacionadas con el deudor y obtenidas de  
otras fuentes, a fin de llevar a cabo un perfilado del mismo, 
en particular mediante la aplicación de técnicas de 
calificación crediticia.” 

 

CUARTO.- Como presupuestos básicos para que la inclusión de 
los datos de una persona en un fichero de solvencia económica 
con una posible vulneración de su derecho al honor, se cita 
como referencia explicativa la STS 25-4-2019, en que se 
establece: “1.- La atribución a una persona de la condición de 
"moroso", y la comunicación de esta circunstancia a terceras 
personas, afecta al honor de la persona a la que se realiza la 
imputación, porque existe una valoración social negativa de  
las personas incluidas en estos registros y porque la 
imputación de ser "moroso" lesiona la dignidad de la persona, 
menoscaba su fama y atenta a su propia estimación. Así lo 

venimos afirmando desde la sentencia 284/2009, de 24 de abril, 
del pleno de la sala. 2.- El art. 2.2 de la Ley Orgánica 
1/1982, sobre protección civil del derecho al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen (en lo 
sucesivo, Ley Orgánica 1/1982), prevé que "no se apreciará la 
existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido 
cuando estuviere expresamente autorizada por Ley...". De ahí 
que la actuación "autorizada por la ley" excluya la 
ilegitimidad de la afectación del derecho al honor provocada 
por la comunicación de los datos personales del supuesto 
"moroso" a un fichero sobre incumplimiento de obligaciones 
dinerarias. 3.- El cumplimiento de la normativa que regula la 
protección de datos de carácter personal es, por tanto, 
determinante para decidir si, en el caso de inclusión de los 
datos de una persona física en un registro de morosos, la 
afectación del derecho al honor constituye o no una  
intromisión ilegítima. Si el tratamiento de los datos ha sido 
acorde con las exigencias de dicha legislación (es decir, si  
el afectado ha sido incluido correctamente en el registro de 
morosos), no puede considerarse que se haya producido una 
intromisión ilegítima porque la afectación del honor estaría 
"expresamente autorizada por la Ley.” 

El citado artículo 20 de la Ley Orgánica 3/2018, presume 
lícito, salvo prueba en contrario, el tratamiento de datos 
personales relativos al incumplimiento de obligaciones 



 

 

 

dinerarias, financieras o de crédito por sistemas comunes de 
información crediticia cuando se cumplan los requisitos 

expresamente establecidos en el precepto antes citado, por lo 
que la inclusión de los datos de un deudor en un fichero de 
insolvencia patrimonial resulta lícito siempre que se hayan 
cumplido dichos presupuestos, destacando la existencia de una 
deuda cierta, vencida y exigible, que no haya sido objeto de 
controversia judicial, administrativa o a través de un 
procedimiento de resolución de conflictos, y que el acreedor 
haya informado al deudor de la posibilidad de inclusión en el 
referido fichero. 

Sobre el principio de calidad de los datos, por citar algún 
ejemplo, la STS citada 23-3-2018 (nº 174/2018) establece: “… 
Los datos que se incluyan en estos registros de morosos han de 
ser ciertos y exactos. Pero no basta con el cumplimiento de 

esos requisitos para satisfacer las exigencias del principio  
de calidad de los datos en este tipo de registros. Hay datos 
que pueden ser ciertos y exactos sin ser por ello pertinentes, 
pues no son determinantes para enjuiciar la solvencia  
económica de los interesados, entendida como imposibilidad o 
negativa infundada a pagar la deuda. Las sentencias de esta 
sala 13/2013, de 29 de  enero , 672/2014,  de  19  de  
noviembre , 740/2015, de 22 de diciembre , y 114/2016, de 1 de 
marzo , realizan algunas consideraciones generales sobre esta 
cuestión, al declarar que la LOPD descansa en principios de 
prudencia, ponderación y veracidad, de modo que los datos 
objeto de tratamiento deben ser auténticos, exactos, veraces y 
deben estar siempre actualizados, y por ello el interesado 
tiene derecho a ser informado de los mismos y a obtener la 
oportuna rectificación o cancelación en caso de error o 
inexactitud. Cuando se trata de ficheros relativos al 
cumplimiento de obligaciones dinerarias, la deuda debe ser 
además de vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, 
indudable, siendo necesario además el previo requerimiento de 
pago. Por tal razón, no cabe incluir en estos registros datos 
personales por razón de deudas inciertas, dudosas, no  
pacíficas o sometidas a litigio. Para que concurra esta 
circunstancia en la deuda, que excluya la justificación de la 
inclusión de los datos personales en el registro de morosos, 
basta con que aparezca un principio de prueba documental que 
contradiga su existencia o certeza. 

Si la deuda es objeto de controversia, porque el titular de 
los datos considera legítimamente que no debe lo que se le 

reclama, la falta de pago no es indicativa de la insolvencia 
del afectado. Puede que la deuda resulte finalmente cierta y 
por tanto pueda considerarse como un dato veraz. Pero no era  
un dato pertinente y proporcionado a la finalidad del fichero 
automatizado, porque este no tiene por finalidad la simple 
constatación de las deudas, sino la solvencia patrimonial de 
los afectados. Por ello solo es pertinente la inclusión en 
estos ficheros de aquellos deudores que no pueden o  no 
quieren, de modo no justificado, pagar sus deudas, pero no 
aquellos que legítimamente discrepan del acreedor respecto de 
la existencia y cuantía de la deuda.” 



 

 

 

Incluso, en la repetida STS 23-3-2018, con cita de la STS 
6-3-2013, se afirma que la inclusión en los registros de 

morosos no puede constituir una presión ilegítima para que los 
clientes paguen deudas controvertidas y en lo que se refiere a 
cesiones de crédito, considera irrelevante la misma sentencia 
que la demandada no fuera la acreedora originaria y que la 
cedente le hubiera asegurado la veracidad del crédito porque  
si ello fuera así, bastaría una cesión del crédito para que  
los derechos que para los particulares resultan del principio 
de calidad de los datos exigido por la normativa de protección 
de datos de carácter personal resultaran vacíos de contenido. 

Con relación a la deuda la STS 27-9-2019 señala que debe 
ser, además de vencida y exigible, cierta, esto es, inequívoca 
e indudable, por lo que no cabe en estos registros deudas 
inciertas, dudosas, no pacíficas o sometidas a litigio, con 

cita de la STS 245/2019, de 25 de abril, doctrina que se  
matiza o se modula en el sentido de que no cabe cualquier 
oposición al pago de una deuda para calificarla de incierta o 
dudosa, pues de ser así la certeza y exigibilidad de la deuda 
quedaría al exclusivo arbitrio del deudor. De ahí, que se haya 
de estar a las circunstancias del supuesto de hecho que se 
enjuician. 

Sobre el requerimiento, la jurisprudencia viene 
entendiendo, por ejemplo, en la STS 14-7-2020, con cita de las 
SSTS 22-12-2015, 25-4-2019 que el requisito del requerimiento 
de pago previo no es simplemente un requisito "normal", de  
modo que su incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 
administrativa. El requerimiento de pago previo es un  
requisito que responde a la finalidad del fichero automatizado 

sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es 
simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas que 
incumplen sus obligaciones de pago porque no pueden  
afrontarlas o porque no quieren hacerlo de modo injustificado. 
Con la práctica de este requerimiento se impide que sean 
incluidas en estos registros personas que, por un simple 
descuido, por un error bancario al que son ajenas, o por 
cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, han dejado 
de hacer frente a una obligación dineraria vencida y exigible 
sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia. 
Además, les permite ejercitar sus derechos de acceso, 
rectificación, oposición y cancelación 

 

QUINTO.- Nos encontramos encontramos con que   
  suscribió un contrato con la entidad “Evo Banco 

S.A.U” en el curso del cual surgió una deuda a cargo del 
demandante, que en fecha 12-1-2020 ascendía a 420,95 €, por lo 
que “Evo Banco” comunicó los datos del actor y  fueron 
incluidos en el fichero “Experian Badexcug”, en el  que 
causaron alta el 12-1-2020, por importe de 420,95 €, según 
informe de 7-5-2020. 

1.- En primer lugar, no ofrece duda la realidad y 
existencia de la deuda de     con “Evo 
Banco” en el curso de la relación contractual, lo que en 



 

 

 

ningún momento se ha negado por parte de la parte actora ni se 
ha cuestionado su realidad, no teniendo noticia de haberse 

entablado ningún tipo de controversia o procedimiento sobre la 
misma, de modo que se trata de una deuda cierta, vencida y 
exigible, cumpliéndose así el requisito relativo a la deuda. 

2.- Los datos remitidos por parte de “Evo Banco” al fichero 
de “Experian Badexcug” fueron obtenidos directamente por la 
entidad bancaria con ocasión de la contratación efectuada  
entre los litigantes y facilitados por el propio cliente, sin 
que su contenido exceda de lo necesario para dar publicidad a 
la deuda siendo adecuados para dicha finalidad,  
exclusivamente. 

3.- La controversia se plantea con relación a la 
comunicación al deudor de la inclusión de sus datos en el 
fichero de solvencia, que para la parte actora debía de  
haberse efectuado de forma fehaciente, lo que no ha ocurrido  
en este caso; la parte demandada niega que se exija dicho 
requisito y sostiene que remitió hasta diecinueve 
comunicaciones al demandado para que regularizara su situación 
con el banco. 

El artículo 20 de la Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre 
exige que el acreedor haya informado al afectado en  el 
contrato o en el momento de requerir el pago acerca de la 
posibilidad de inclusión de sus datos en los sistemas comunes 
de información crediticia, pero no contiene exigencia alguna  
de comunicación fehaciente; únicamente, que se le haya 
informado al cliente de dicha posibilidad, bien sea al firmar 
el contrato o con ocasión del requerimiento de pago que motive 

la actuación concreta. 

En el artículo 38.1 c) del artículo 38 del Real Decreto 
1720/2007 de 21 de diciembre se exige un requerimiento previo 
de pago a quien corresponda el cumplimiento de la obligación y 
en el artículo 39, al tratar sobre la información previa a la 
inclusión, exige que el acreedor deba informar al deudor, en  
el momento en que se celebre el contrato y, en todo caso, al 
tiempo de efectuar el requerimiento al que se refiere la letra 

c) del apartado 1 del artículo anterior, que en caso de no 
producirse el pago en el término previsto para ello  y 
cumplirse los requisitos previstos en el citado artículo, los 
datos relativos al impago podrán ser comunicados a ficheros 
relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias. 

Ninguno de los preceptos mencionados exige que la 
notificación al deudor sea fehaciente, carácter que tiene 
aquella que por sí sola permite acreditar su realidad y 
contenido, además de la identidad del remitente  y 
destinatario, de forma que no haya duda de su remisión y del 
texto que contiene, por lo que la inclusión de la deuda del 
actor con “Banco Evo” en el fichero de insolvencia no requería 
la previa constancia de una notificación dirigida al demandado 
vía notarial o judicial u otra modalidad semejante que permita 
acreditar su texto y recepción por parte del demandado. 



 

 

 

En el contrato celebrado entre los litigantes, dentro de la 
ficha del cliente, aportada por la entidad demandada, en la 

página 2/5, que contiene la cláusula sobre el régimen de 
tratamiento de los datos de carácter personal, en el número 1, 
dedicado a informaciones que ofrece la entidad al cliente, 
letra d) se puede leer: “… La entidad utiliza de manera 
periódica este tipo de ficheros [ficheros sobre solvencia 
patrimonial y crédito o ficheros relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones dinerarias inscritos en la 
agencia Española de Protección de Datos]. Asimismo, el cliente 
queda informado de que, en el caso de no producirse el pago en 
los términos previstos en la relación contractual que  
formalice con la entidad, el cliente queda informado que los 
datos relativos al impago podrán ser comunicados a ficheros 
relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias, de conformidad con los requisitos que sean de 
aplicación según la normativa aplicable.” (página 2/5) 

Asimismo, en las condiciones generales de la cuenta, dentro 
de la cláusula de protección de datos, se afirma, entre las 
páginas 35/36: ”Si esta relación contractual se derive una 
deuda a favor de EVO y no se produzca su pago según lo  
previsto para ello en dicha relación y se cumplan los 
requisitos establecidos, los datos que hagan referencia al 
impago podrán ser comunicados a ficheros relativos al 
cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias. EVO 
Banco podrá ceder los créditos que tenga frente al cliente y/o 
encargar su gestión o recobro a terceras empresas o 
profesionales, y en consecuencia, se comunicarán tus datos 
personales para tal fin.” 

Además de su inclusión en la documentación contractual la 
parte demandada aporta diecinueve extractos bancarios que 
contienen comunicaciones dirigidas al demandante poniendo en  
su conocimiento a través de cada uno de ellos el importe de la 
deuda que mantenía con “Evo Banco” por la tarjeta de crédito e 
informándole de que los datos relativos al impago podrían ser 
comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de las obligaciones dinerarias. 

Ciertamente, los documentos aportados por la entidad 
demandada son duplicados y no contienen indicación de  
recepción por el destinatario puesto que no aparecen remitidos 
por correo certificado con acuse de recibo ni por vía notarial 
u otro medio que permita acreditar la recepción, pero resulta 

notorio que las entidades bancarias remiten extractos 
periódicos a sus clientes informando de sus posiciones, lo que 
por otra parte constituye una exigencia derivada de la 
normativa sobre transparencia bancaria (Orden EHA/2899/2011 de 

28 de octubre de transparencia y protección del cliente de 
servicios bancarios) que han de cumplir. 

En el ámbito de las Audiencias Provinciales no ofrece duda 
la existencia de un uso bancario de notoriedad manifiesta en 
situación de cuenta corriente, según el cual los bancos o 
entidades de ahorro asumen la obligación (así lo reflejan en 
las condiciones de apertura) de remitir al cliente 



 

 

 

periódicamente extractos de cuenta, en los que solicita la 
conformidad con el saldo remitido, momento éste (como señala  

la sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba de 10 mayo 
de 1999) para formular la oportuna reclamación en caso de 
desacuerdo en el movimiento de la cuenta, de suerte que se 
prevé, y así se suele estipular también, que el silencio por  
el cuentacorrentista engendra en el Banco la confianza en una 
determinada voluntad positiva, es decir, una pretensión tácita 
de conformidad transcurrido un predeterminado plazo (SAP 
Baleares 4ª 9-5-2006). Además, en algunas sentencias, como la 
que se acaba de mencionar, SAP Baleares 4ª 9-5-2006, SAP 
Zaragoza 2ª 4-7-2006, SAP Granada 4ª 30-11-2006, SAP Málaga 5ª 
19-2-2015 se afirma que la mecanización bancaria hace que  
pueda presumirse genéricamente el cumplimiento de dicho 
acuerdo, y aunque el envío es indemostrable al hacerse por 
medios que no permiten tener constancia de la recepción, sólo 
en caso de negarse éste, y poder apreciarse un motivo 
razonable, debe atenderse la negativa únicamente en el caso de 
que la recepción se niegue y se aprecie un motivo razonable  
que excluya la presunción de exactitud del saldo. 

Por su parte, en la SAP Castellón 3ª 29-7-2008, por 
ejemplo, se afirma que la demostración del envío de los 
extractos devendrá en muchos casos imposible, al hacerse por 
medios que no dejan constancia de la recepción, pero la 
mecanización bancaria, conocida de todos, autoriza la 
presunción del envío, de la recepción y del acuerdo derivado, 
debiendo atenderse la negativa del cliente únicamente en el 
caso de que la recepción se niegue y se aprecie un motivo 
razonable que excluya la presunción de exactitud del saldo. 

La demanda rectora de este litigio se basa, precisamente, 
en la inexistencia de notificación dirigida a    
sobre la inclusión de sus datos en el fichero y, además, en la 
exigencia de fuera una notificación fehaciente la que 
comunicara dicha posibilidad. Sin embargo, más allá de la 
negativa retórica no se expone ninguna razón que haga pensar 
que efectivamente no recibió ninguna de las diecinueve 
comunicaciones que sostiene haber realizado la entidad 
bancaria. La dirección del actor que figura en cada 
comunicación bancaria coincide con la que aparece en el 
encabezamiento de la demanda por lo que mantiene el mismo 
domicilio y no hay otro motivo conocido que explique la falta 
de recepción de comunicaciones remitidas por el banco. 
Tratándose de una entidad bancaria es perfectamente creíble y 
verosímil que “Evo Banco” haya remitido comunicaciones 
periódicas al cliente reclamando el saldo deudor de sus 
operaciones, aunque no puede precisarse el número de ellos y 
frecuencia periódica, bastando para cumplir el  requisito 
previo a la inclusión con que hubiera remitido una sola. 

En definitiva, se estiman cumplidos los requisitos exigidos 
legalmente para considerar lícita la inclusión de los datos de 

    en el fichero “Experian Badexcug”, 
por la deuda de 420,95 € que en su momento mantenía con “Evo 
Banco” y que motivó dicha actuación, por lo que no se aprecia 
intromisión ilegítima en el honor del actor y por ello se 



 

 

 

desestiman todas las pretensiones relativas a la supuesta 
vulneración y, por supuesto, la indemnización reclamada. 

Tampoco se tiene noticia de otra inclusión de los datos del 
actor en el mismo u otro fichero de cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones pecuniarias por parte de “Evo 
Banco” que resulte ilícita y por la que deba de ser excluido. 

 

SEXTO.- En el apartado c) de la súplica de la demanda se 
interesa que se declare la intromisión ilegítima en el derecho 
a la intimidad de    , entendiendo del 
contenido de la demanda que dicha pretensión se basa en los 
mismos presupuestos fácticos que la pretensión relativa a la 
intromisión ilegítima en el derecho al honor. 

Aunque aparezcan íntimamente relacionados y a menudo se los 

cite como derechos unívocos e inseparables, conceptualmente  
son diferentes y se refieren a distintos aspectos de la 
personalidad de una persona. Con arreglo a la STC 190/2013 FJ 

2 en que recuerda la STC 134/1999 de 15 de julio, FJ 5, «el 
derecho a la intimidad garantiza que "a nadie se le puede 
exigir que soporte pasivamente la revelación de datos, reales  
o supuestos, de su vida privada personal o familiar. “ 

En el ámbito de la jurisprudencia del Tribunal Supremo se 
viene sosteniendo que la inclusión de una persona en un  
fichero de morosos afecta al derecho al honor de una persona. 
Así, en la STS 24-4-2009 (nº 284/2009) se afirma: Esta Sala,  
en pleno, ha mantenido la posición de entender que la 
inclusión, faltando a la veracidad, por una entidad, en un 

registro de solvencia patrimonial -los llamados "registros de 
morosos"- implica un atentado al derecho del honor del 
interesado que ha aparecido en tal registro, erróneamente y en 
la STS 3-12-2014 (nº 692/2014), fundamento jurídico 3, número 

1 se afirma: “Ha de concretarse que la publicación de datos  
que atribuyen a una persona la condición de morosos puede 
vulnerar el derecho fundamental al honor, según la 
jurisprudencia de esta Sala.” 692/2014. 

Y si bien en la citada STS 24-4-2009 reconoce que puedan 
entremezclarse y confundirse honor e intimidad, sostiene que 
son derechos distintos entre sí (la sentencia de 26 de julio  
de 2008 , entre otras muchas anteriores, destaca que "son tres 
derechos distintos y no un solo derecho trifronte") y sienta 
como doctrina jurisprudencial que, como principio, la  
inclusión en un registro de morosos, erróneamente, sin que 
concurra veracidad, es una intromisión ilegítima en el derecho 
al honor, por cuanto es una imputación, la de ser moroso, que 
lesiona la dignidad de la persona y menoscaba su fama y atenta 
a su propia estimación; y en el fundamento jurídico tercero, 
frente a la afirmación de la sentencia de instancia de que en 
mucho casos era imposible delimitar cuando se está ante una 
intromisión ilegítima atentatoria contra uno u otro y, en 
consecuencia, su respectivo ámbito de protección –refiriéndose 
al honor y a la intimidad-, termina afirmando la sentencia del 
Tribunal Supremo repetida: “Esta Sala no comparte este 



 

 

 

razonamiento: se trata de dos derechos de la personalidad, 
tratados como fundamentales en la Constitución Española, que 

pueden ser vulnerados uno y otro, pero no cabe relación ni 
confusión entre ambos.” 

Sentada la doctrina expuesta y aplicada a este caso no 
puede apreciarse una pretendida vulneración del derecho a la 
intimidad del demandante, distinta de la intromisión ilegítima 
en su derecho al honor –que tampoco se reconoce-, puesto se 
trata de la inclusión de los datos de   en un  
fichero de insolvencia a instancia de “Evo Banco”, entidad a  
la se los facilitó con ocasión del contrato de tarjeta de 
crédito, en cuyo caso no estaríamos ante la  revelación 
indebida de datos de la vida privada del actor a un tercero  
que éste no tenga por qué soportar sino del ejercicio por  
parte de una entidad bancaria del derecho a comunicar los  

datos de quien incumple sus obligaciones a un fichero de 
solvencia económica, cuya infracción determinará, en su caso, 
una vulneración de su derecho al honor, lo que en este caso no 
se ha apreciado. 

 

SÉPTIMO.- La desestimación de la demanda conlleva la 
imposición de las costas procesales a la parte demandante, 
conforme a lo establecido en el artículo 394.1 de la LEC. 

 

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general aplicación 

 

 

F A L L O 
 

Se desestima en su integridad la demanda interpuesta por la 
representación procesal de     y se 
absuelve a “Evo Banco S.A.U” de las pretensiones ejercitadas  
de adverso. 

Se imponen las costas procesales a la parte demandante. 

Contra la presente sentencia cabe interponer recurso de 
apelación, a presentar ante este Juzgado en el plazo de veinte 
días contados a partir del siguiente al de notificación de la 
presente, por escrito en el que deberán exponerse las 

alegaciones en que basa la impugnación, además de citar la 
resolución apelada y los pronunciamientos que se impugnan. 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 




